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   El Informe ¡Basta Ya!    El Informe ¡Basta Ya! 
no refleja a cabalidad no refleja a cabalidad 

la memoria del conflicto la memoria del conflicto 

Conpaz - Comunidades construyendo paz 
en los territorios1

El informe entregado por el 
CNMH2 puede ser entendido, 
sin duda alguna, como un apor-
te valioso para el trabajo de do-

cumentación y preservación de la memo-
ria histórica en Colombia, por cierto no 
necesariamente de coherente interpreta-
ción de la verdad real y la verdad judi-
cial. Aprovechamos para aclarar el error 
que ronda a esta organización: el CNMH 
no es una Comisión de la Verdad.

Ahora bien, en ningún caso debe entender-
se como un aporte sustancial para avanzar en 
el esclarecimiento de los hechos de violencia 
ocurridos a partir de 1958, fecha de partida de 

1 www.justiciaypazcolombia.com/Propuesta Comisión 
de la Verdad.

2 Centro Nacional de Memoria Historica.
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” 

“ ...el infor-
me vuelve 

una vez más 
a explicar 
lo ya mu-
chas veces 
explicado: 

las razones 
sociales y 

políticas que 
han dado 

origen a más 
de 50 años 
de conflic-
to armado 
interno en  

el País...

las investigaciones del informe, o para 
avanzar en la lucha por la no repetición 
de los hechos de violencia.

Más que adjudicar responsabilida-
des a los diferentes actores del conflic-
to, aspecto primordial para dar con una 
verdad sin vacíos y de paso contribuir 
a la lucha contra la impunidad, el in-
forme vuelve una vez más a explicar 
lo ya muchas veces explicado: las ra-
zones sociales y políticas que han dado 
origen a más de 50 años de conflicto 
armado interno en el País.

Un ejemplo de esto puede verse en 
cómo el informe ¡Basta Ya! ha docu-
mentado la participación de la Fuerza 
Pública en Masacres. Según el GMH3 
1.982 masacres fueron perpetuadas en-
tre los años 1980 y 2012. La investiga-
ción le asigna a la Fuerza Pública res-
ponsabilidad en 158 masacres, mientras 
que en otros 20 casos de Masacres se 
confirma el trabajo en conjunto entre 
ésta y grupos paramilitares.4 A su vez, 

3	 Grupo de Memoria Histórica.

4	 Véase Informe ¡Basta Ya! página 36.

el Movimiento de Víctimas de Críme-
nes de Estado - MOVICE sostiene que 
entre enero de 1988 y septiembre de 
1990 se perpetraron 313 masacres, de 
las cuales 287 fueron cometidas por la 
Fuerzas Militares.5

El hecho de que el GMH se haya 
focalizado en un estudio empírico de 
“casos emblemáticos”6 puede ser consi-
derado como un aporte significativo a la 
investigación social en Colombia. Pero 
al tratarse de una “selección” de casos 

5	 Véase MOVICE 2013: Propuestas mínimas 
sobre verdad, justicia, reparación y garantías 
de no repetición.

6	 Véase Informe ¡Basta Ya! Pág. 19. Los casos 
emblemáticos analizados por el GMH son: la 
masacre de Trujillo en el Valle del Cauca (en-
tre 1988 y 1994), la masacre del El Salado 
en Carmen de Bolivar (Febrero de 2000), las 
masacres de Segovia y Remedios en Antio-
quia (Noviembre de 1988), la masacre de los 
funcionarios judiciales en La Rochela en San-
tander (Enero de 1989), la masacre de Bojayá 
(Mayo de 2002), la masacre del El Tigre en 
Putumayo (Enero de 1999), la masacre de 
Bahía Portete en La Guajira (Abril de 2004), el 
desplazamiento forzado en los Casos de San 
Carlos en Antioquía y el desplazamiento inter-
urbano de la Comuna 13 de Medellín.
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emblemáticos nos enfrentamos con la 
siguiente problemática: la verdad que se 
da a conocer en el informe es bastante 
sesgada. En la opinión de Jairo Ramí-
rez, defensor de derechos humanos y 
miembro de la USO, “lo que refleja el 
informe es una verdad elaborada des-
de el Estado que no incorpora a todas 
las víctimas”7. El GMH, por su parte, 
justifica esta decisión analítica de la si-
guiente manera:

‘’Dadas la dimensión y la com-
plejidad que implican la tarea 
de esclarecimiento histórico y la 
comprensión de las causas de la 
guerra en Colombia, el Grupo de 
Memoria Histórica - GMI optó 
por documentar casos emblemá-
ticos, entendidos como lugares de 
condensación de procesos múlti-
ples que se distinguen no solo por 
la naturaleza de los hechos, sino 
también por su fuerza explicativa. 
A través de estos casos, el GMH se 
propuso analizar ¡a diversidad de 
victimizaciones provocadas por las 
distintas modalidades de violencia, 
de grupos y sectores sociales victi-
mizados, de agentes perpetradores, 
de temporalidades y de regiones 
del país.’’8

7	 Luis Jairo Ramírez 2013: Informe del Centro 
Nacional de Memoria Histórica: Precariedades 
de “la verdad oficial”. En: http://www.arcoiris.
com.co/2013/08/informe-del-centro-nacional-
de-memoria-historica-precariedades-de-la-
verdad-oficial/

8	 Véase Informe ¡Basta Ya! Página 19.

El CNMH como organismo 
de Estado carece de 
autonomía investigativa

Si, como señala Gonzalo Sánchez, 
el informe cumple con el mandato 
otorgado a través de la ley 975 y por 
ende su objetivo es elaborar un relato 
sobre el origen y la evolución de los 
actores armados ilegales9, cuesta en-
tender que el informe ¡Basta Ya! arroje 
información sobre hechos de violencia 
cometidos por la fuerza pública y sobre 
practicas criminales que se han dado 
entre el aparato del Estado y Grupos 
paramilitares.

Lo expuesto evidencia que la estruc-
tura del CNMH y los lincamientos del 
GMH han sido diseñados por el Estado 
colombiano. Éste a su vez ha elegido 
una vez más las instancias académicas 
para echar nuevamente una mirada so-
bre la historia de lo ocurrido. Buena 
parte de los intelectuales colombia-
nos más reconocidos por sus aportes 
investigativos en relación al conflicto 
político y armado no dudaron en poner 
sus conocimientos a disposición de la 
actual Estado. Estamos hablando de un 
Estado, cuya estructura en nada difiere 

9	 “Este informe da cumplimiento al mandato 
legal (Ley 975 de Justicia y Paz) de elaborar 
un relato sobre el origen y la evolución de los 
actores armados ilegales. En su desarrollo, 
el Grupo de Memoria Histórica -adscrito pri-
mero a la Comisión Nacional de Reparación 
y Reconciliación- (CNRR) y ahora parte del 
Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH) 
se propuso dar respuesta a este requerimiento 
desde la consideración de los actores arma-
dos iguales no solo como aparatos de guerra, 
sino especialmente como productos sociales 
y políticos del devenir de nuestra configura-
ción histórica como país.” Esto es un extracto 
del prólogo escrito por el director del Informe, 
Gonzalo Sánchez. Véase ¡Basta Ya! página 16.
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de las anteriores, y que a nivel internacional 
ha sido en varias oportunidades sindicado por 
la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos (en lo siguiente Corte IDH) de ser res-
ponsable de las más graves violaciones a los 
derechos humanos; Sí, hablamos del mismo 
Estado que, por ejemplo, no tiene la más mí-
nima voluntad moral para informar a las vícti-
mas de la “Operación Génesis” sobre el fallo 
condenatorio en su contra, ni mucho menos 
sobre las medidas de reparación a las que ha 
sido obligado por la Corte IDH el pasado 26 
de diciembre de 201310. Así las cosas, lo ade-
cuado sería incluso sostener que el CNMH y 
por ende el GMH son figuras carentes de au-
tonomía investigativa.11 Corresponde de paso 
también cuestionar, sin excepción alguna, la 
integridad moral de todos los investigadores 
participantes del GMH al aceptar trabajar 
para el actual Estado colombiano.

Es por esto que en esta propuesta de Comi-
sión de la Verdad12 se insiste con vehemencia 
en el carácter crítico, autónomo e indepen-

10	Hace 17 años, en el marco de la Operación Génesis, las Fuerzas Aéreas del ejército colombiano bombardeaban la 
Cuenca del Rio Cacarica con el objetivo de atacar al frente 57 de las FARC. Más de mil efectivos desembarcaron en 
coordinación con el Ejército, la Policía Nacional, la Fuerza Aérea y Grupos Paramilitares. Más de 3.500 miembros 
de comunidades afrodescendientes fueron desplazados forzosamente. Véase la notificación de la Sentencia de la 
Corte IDH sobre Caso de las Comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del rio Cacarica (Operación 
Génesis) vs. Colombia”. http://vvww.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_270_esp.pdf

11	Lo paradójico en todo esto es cjue el Grupo de Memoria Histórica dice de sí misma gozar de autonomía académica 
y operativa para poder adelantar su labor con rigor científico y veracidad . Véase en la página web del CNMH bajo 
el título ¿Qué es el grupo de memoria histórica?

12	Véase “Una propuesta de Comisión de la Verdad,misión Ética http://justiciaypazcolombia.com/Propuesta-Comision-
de-la-verdad

diente de la misma; quiera el sentido de todo 
este esfuerzo ser realmente la búsqueda de un 
camino firme para asentar la paz, a través del 
cual se pueda invitar a la reconciliación a ser 
por primera vez parte de esta sociedad.

Limitaciones analíticas y teóricas 
del informe ¡Basta Ya! 
¿De qué UP, de qué Ejecuciones 
Extrajudiciales y de qué impunidad 
me hablan?

Observando la estructura del CNMH  
no es difícil presumir las limitaciones a las 
que se ven confrontados los 6 años de inves-
tigación del informe. El GMH, en un intento 
por asumir de manera pública estas limita-
ciones, pone en claro que el trabajo conteni-
do en el informe dista mucho de querer ser 
un trabajo de memoria oficial del conflicto 
armado. Algunos señalan que tampoco logra 
dar con una construcción real de memoria 
colectiva e histórica, pues testigos claves de 
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la historia han sido a veces excluidos 
de las narraciones.

Por eso, tal como lo reconoce el 
mismo Informe, la finalidad del ¡Basta 
Ya! apunta más bien a ser un “elemento 
de reflexión para un debate social y po-
lítico abierto”13. El GMH añade en sus 
conclusiones que el país aún está en 
deuda con las victimas en la tarea de 
“construir una memoria legítima, no 
consensuada”14. Establecer las reales 
dimensiones de la violencia producida 
por el conflicto armado fue reconoci-
do por el GMH como un trabajo lleno 
de dificultades. Según el informe, en el 
caso del desplazamiento la dificultad 
para investigar se debería principal-
mente al tardío reconocimiento oficial 
de los hechos por parte del Estado y a 
la falta de voluntad política del mismo 
para enfrentar la problemática.15

Coincidimos con otras voces que 
indican que una de las mayores limi
taciones de la investigación se eviden-
cia en el análisis poco profundo respec-
to a la responsabilidad del Estado (tanto 
directa como indirecta) en crímenes de 
Derechos Humanos, Crímenes de Lesa 

13	Véase informe ¡Basta Ya! página 16.

14	Ibíd.

15	“Cuantificar las dimensiones del desplazamiento forzado ha sido una tarea con numerosas dificul-
tades, debidas en parte al tardío reconocimiento oficial del fenómeno”. Informe ¡Basta Ya! Página 
71 Véase también página 31.

” 

“ el informe 
señala la 
participa-
ción de la 
Fuerza Pú-
blica en al-
gunos de las 
modalidades 
de violencia 
investigadas, 
confirma 
el accionar 
en conjun-
to entre 
la Fuerza 
Pública y 
grupos Pa-
ramilitares y 
reconoce la 
precariedad 
del aparato 
judicial para 
combatir la 
impunidad, 
el informe 
no mencio-
na, al menos 
de manera 
clara, qué 
nivel de 
participa-
ción cabe 
asignarle al 
Estado co-
lombiano

Humanidad y/o crímenes de Guerra.  
Si bien el informe señala la participa-
ción de la Fuerza Pública en algunos de 
las modalidades de violencia investiga-
das, confirma el accionar en conjunto 
entre la Fuerza Pública y grupos Pa-
ramilitares y reconoce la precariedad 
del aparato judicial para combatir la 
impunidad, el informe no menciona, 
al menos de manera clara, qué nivel de 
participación cabe asignarle al Estado 
colombiano en los casos investigados o 
por último, qué nivel de responsabili-
dad le cabe asumir a éste mismo por la 
permisividad de los hechos de violen-
cia a partir de 1958.

Lo más grave en este punto es que ni 
si quiera se consideró analizar el actuar 
del Estado en el genocidio de la UP, 
ni mucho menos analizar la responsa-
bilidad del Estado con respecto a las 
inexistentes medidas de protección que 
debieron ser otorgadas a ésta y otras 
fuerzas políticas de izquierda, y que de 
haber sido otorgadas a tiempo hubiesen 
podido muy probablemente impedir la 
magnitud del genocidio político contra 
la UP y mucho de los asesinatos de los 
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líderes de izquierda en los años 80 y princi-
pios de los 90.

El fenómeno de la impunidad también se 
vio enfrentado a limitaciones analíticas. Si 
bien el GMH da cuenta del fenómeno de la 
impunidad, lo grave es que no hace el análisis 
concluyente obligatorio para dar con las prin-
cipales razones que explican su exacerbada 
naturaleza. La impunidad se plantea más bien 
como un fenómeno etéreo, descartándose de 
lleno la posibilidad de que pueda ser cuestio-
nada como una política de Estado pensada y 
desarrollada para silenciar las responsabilida-
des del Estado en las violaciones a los De-
rechos Humanos. El informe tampoco contra 
argumenta el cúmulo de pruebas existentes 
respecto a las serias limitaciones del aparato 
judicial, situación que posibilita la impunidad 
mediante diversos mecanismos inmersos, por 
ejemplo, en el modo de investigación y en la 
ausencia de rigor y debido proceso por par-
te de operadores judiciales. Véase cómo el 
GMH evade la discusión central en el análisis 
sobre la impunidad:

“[l]a justicia -o, para ser más preci-
sos, la impunidad- figuró como objeto de 
reflexión en todos los casos trabajados 
por el GMH y se destaca en este informe 
como uno de los factores que contribuye 
a mantener y a escalar la guerra, y uno 
de los principales reclamos en la memo-
ria de las víctimas”.16

16	Ver Informe ¡Basta Ya! pág. 24.

“Las altísimas cifras en materia de 
impunidad y la enorme variedad de me-
canismos de impunidad documentados 
por el GMH en relación con delitos de 
gran impacto como son las graves vio-
laciones a los Derechos Humanos y las 
infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario cometidas en el contexto 
del conflicto armado interno colombia-
no, ilustran la precariedad del aparato 
judicial en materia de eficacia”.17

“El proyecto de ley que el Gobierno 
diseñó para que los paramilitares se 
desmovilizaran contemplaba la casi to-
tal impunidad para los responsables de 
crímenes atroces y no reconocía los de-
rechos de las víctimas”.18

El GMH señala que “se propuso analizar 
la diversidad de victimizaciones provocadas 
por las distintas modalidades de violencia”19. 
Así, las modalidades de violencia que se ana-
lizaron fueron: asesinatos selectivos, masa-
cres, sevicia, tortura, desapariciones forzadas, 
secuestros, toma de rehenes, desplazamiento 
forzado, despojos, extorsiones, violencia se-
xual, reclutamiento ilícito, acciones bélicas, 
minas antipersonal, ataques a bienes civiles, 
sabotaje y atentados terroristas. La figura de 
Genocidio y el fenómeno de violencia cono-

17	Ver Informe ¡Basta Ya! pág. 197.

18	Véase informe ¡Basta Ya! página 179.

19	Véase informe ¡Basta Ya! página 19.

” “ el informe no incluye ningún tipo de definición frente a lo que se 
debe entender como violencia de alta frecuencia y baja intensidad
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cido como “falsos positivos” no fueron in-
cluidos en el informe.20

En el capítulo dedicado a las modalidades 
de la violencia el GMH señala que el país 
vive una “violencia de alta frecuencia y baja 
intensidad”.21 Debido a que el informe no 
incluye ningún tipo de definición frente a lo 
que se debe entender como “violencia de alta 

20	Cabe destacar que el Estado colombiano ya fue san-
cionado por la Corte IDH a raíz del asesinato del ex se-
nador de la UP, Manuel Cepeda y que los asesinatos 
cometidos por la Fuerza Pública en contra de jóvenes 
de escasos recursos cuyos cuerpos fueron entrega-
dos como guerrilleros muertos en combates están 
siendo analizados en la actualidad por la Corte Penal 
Internacional de la Haya. Véase El País Internacional: 
La ONU advierte que las ejecuciones extrajudicialcs 
pueden ser delitos de lesa humanidad. En:	 
http://internacional.elpais.cominternacional/2008/
ll/02/actualidad/1225580401_850215.html	 
El Espectador: Falsos positivos ‘sí han sido política 
de Estado’. En:			    
http://www.elespectador.com/noticiasjudicial/articu-
lo-389506-falsos-positivos-si-han-sido-politica-de-
estado.				     
En este punto uno se pregunta por las razones me-
todológicas (o de otro tipo) que ha tenido el GMH 
para poder excluir el genocidio de la UP y el fenóme-
no de los “falsos positivos” de un análisis científico 
y veraz sobre las distintas modalidades de violencia 
desde 1980 a la fecha.

21	Véase informe ¡Basta Ya! página 42.

frecuencia y baja intensidad”, uno se hace 
la pregunta por los parámetros para definir 
esto y en esa lógica también por las delimi-
taciones que darían paso a definiciones como 
violencia de mediana intensidad, violencia 
de alta intensidad, etc. La referencia según la 
cual Colombia vive una violencia de alta fre-
cuencia y baja intensidad se lee en el informe 
de la siguiente manera:

“Los asesinatos selectivos, las des-
apariciones forzadas, los secuestros y 
las masacres pequeñas son los hechos 
que han prevalecido en la violencia del 
conflicto armado. Estas modalidades 
configuran una violencia de alta fre-
cuencia y baja intensidad, y hacen par-
te de las estrategias de invisibilización, 
ocultamiento o silenciamiento emplea-
das por los actores armados.”22

En esta misma línea argumentativa no es 
preciso el análisis que utiliza el GMH para 
definir cuándo una masacre debe ser consi-
derada como pequeña o grande, más allá del 
número de personas víctimas:

22	Ver informe ¡Basta Ya! Página 42.
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“Para la investigación desarrollada 
por el GMH las masacres pueden di-
ferenciarse entre pequeñas y grandes 
según el número de victimas, lo que 
marca grados de visibilidad e impac-
to que se integran a distintos objetivos 
estratégicos de los actores armados. 
Una masacre se considera pequeña 
cuando registra entre cuatro y seis víc-
timas. Por masacre grande se entiende 
aquella que tiene como resultado más 
de diez víctimas. Las masacres gran-
des son las más propensas a incluirse 
en la cobertura periodística, con las 
cuales los actores armados apuntan 
a una estrategia de incidencia na-
cional más allá del ámbito local.”23 

Es bastante extraño que una investigación 
científica sobre la violencia en Colombia no 
señale los parámetros teóricos y/o jurídicos 
por los cuales se intenta medir novedosamen-
te la magnitud de la violencia del conflicto 
colombiano. Un análisis empírico de los efec-
tos que han tenido las masacres sobre la po-
blación civil en Colombia y el alto grado de 
sevicia que se ha podido comprobar en esos 
hechos de violencia exige una reflexión aca-
démica más responsable al momento de tipi-
ficar la violencia en Colombia como una de 
“alta frecuencia y baja intensidad” depen-
diendo sólo del número de personas víctimas.

23	Ver informe ¡Basta Ya! Pág. 42. el subrayado es mío.

¿En cuáles experiencias de violencia se 
apoya el GMH para dar con el parámetio que 
permite definir que la violencia utilizada en 
la Masacre del Naya (Cauca) en abril de 2001 
o en el asesinato del Padre Tiberio Fernández 
durante la masacre de Trujillo es una de baja 
intensidad?

¿Qué impacto real en el grupo colectivo 
afrodescendiente, tuvo por ejemplo, la sola 
ocupación militar y paramilitar, y el posterior 
asesinato de Juana Angulo, mujer negra con 
problemas mentales, posiblemente abusada 
sexualmente?

Esto solo para mostrar la distancia que exis-
te en la forma de calificar lo que es “emblemá-
tico” dependiendo del número de víctimas.

Para el GMH el Estado no es un 
actor del conflicto

Otra de las críticas frecuentes que hacen las 
organizaciones de víctimas al Informe es que 
éste se refiere en todo momento a las víctimas 
como víctimas del conflicto y en ningún caso 
como víctimas de crímenes de Estado. Esto a 
sabiendas que el Estado ha sido responsabiliza-
do en diferentes instancias por la conformación 
de grupos paramilitares, brazo ilegal de la gue-
rra del Estado. Eso por todos sabidos que un 
sinnúmero de personas se ha convertido hoy en 
víctima, en razón de apuestas sociales, ambien-
tales o políticas distintas a las tradicionales.

” “ Se exige una reflexión académica 
más responsable al momento de 

tipificar la violencia en Colombia
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¿Las víctimas del genocidio de la 
UP son víctimas de qué conflicto? ¿A 
qué situación se debe el desplazamien-
to forzado de más de cinco millones 
de personas? ¿Quién es en definiti-
vas el responsable de 72.049 casos de 
desaparición forzada que han sido de-
nunciados en la Fiscalía General de la 
Nación entre los años 1979 y 2012?24 

“En el último periodo registra-
do en esta investigación (2005-
2012), la desaparición forzada 
se caracteriza por alcanzar altos 
niveles, en los que se combinan 
ciclos de contracción y expan-
sión (se puede reconocer una 
tendencia creciente entre 2007 
y 2009). Estas fluctuaciones res-
ponden a cambios en la dinámica 
del conflicto, tales como: [...] la 
estrategia criminal que se expan-
dió dentro de la política de Segu-
ridad Democrática con la cual 
el Estado recuperó la iniciativa 
militar en el conflicto armado, y 
que se expresó en la desaparición 
forzada de jóvenes socialmente 
marginados a quienes miembros 
de la Fuerza Pública ejecutaron 

24	La Fiscalía General de la Nación informó a la Comisión de Justicia y Paz a través de un derecho 
de petición que según estadísticas del Sistema Penal Oral Acusatorio - SPOA -, 20.631 casos de 
desaparición forzada han sido denunciados entre el 12.4.2001 y el 11.7.2012. Por su parte, según 
estadísticas del Sistema de Información Judicial de la Fiscalía - SIJUF - 51.418 casos de desapari-
ción forzada han sido denunciados entre el 1.1.1979 y el 11.7.2012.

” 

“ Es altamen-
te cuestio-
nable que el 
GMH haya 
identificado, 
entre líneas, 
el fenómeno 
de los “falsos 
positivos” 
como una 
estrategia 
criminal 
de Estado 
y no haya 
considera-
do incluir 
este tipo de 
crimen den-
tro de las 
modalidades 
de violencia 
a analizar en 
el informe

extrajudicialmente en regiones 
distantes de sus lugares de resi-
dencia, y que fueron luego presen 
tados como guerrilleros dados 
de baja en combate, conocidos 
como “falsos positivos.”

Reconociendo que el Informe se re-
fiere a los actores ilegales, ¿no es de 
todos modos académicamente viable, 
fundamentar que el paramilitarismo 
es una estrategia de guerra? Ante las 
evidencias recaudadas por el GMH, 
¿cómo no poder concluir que el Esta-
do tiene claras responsabilidades en la 
magnitud que ha alcanzado la violen-
cia? O dicho de otro modo: ¿Qué tan 
libre ha sido en verdad el trabajo inves-
tigativo del GMH?

Es altamente cuestionable que el 
GMH haya identificado, entre líneas, 
el fenómeno de los “falsos positivos” 
como una estrategia criminal de Estado 
y no haya considerado incluir este tipo 
de crimen dentro de las modalidades de 
violencia a analizar en el informe. Lo 
mismo ocurre con el genocidio de la UP.

La impresión que queda, es que el 
informe ¡Basta Ya! ha contribuido, se-
guramente sin mayores intenciones, 
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que en Colombia se haya instaurado un sis-
tema de impunidad dentro del aparato esta-
tal? ¿Por qué el GMH no indagó las razones 
por las cuales el Estado no le pone freno a 
la intromisión de los militares en las investi
gaciones judiciales?25, ¿Por qué no se men-
cionó el accionar conjunto entre las Fuerzas 
Armadas y los grupos paramilitares como 
una estrategia coordinada que responde a una 
política de Estado?26

El informe ¡Basta Ya! representa sin duda 
alguna un aporte importante para el trabajo 
de documentación de memoria que se lleva 
a cabo desde hace ya varias años en el país.

Ahora bien, los avances que el informe 
hace en esta materia dejan un mal sabor por 
su análisis altamente academicista poco vin-
culado con lo empírico, es decir, con los his-
tóricos procesos de resistencia de las comuni-
dades rurales a lo largo del país. Por lo mismo 
muchas de sus conclusiones distan de ser un 
análisis responsable que pueda aportar a la 
construcción de la verdad y a la preservación 
de la memoria histórica sin impunidad.

Todo tipo de avance que se quiera lograr en 
materia de políticas de no repetición, de pre-
servación de memoria y de reconstrucción de 
verdad debe velar por la autonomía crítica en 
el análisis y en la investigación. De lo contra-
rio resulta impensable que el restablecimiento 
de la dignidad de las víctimas de la violencia 
en Colombia pueda emanar desde una inicia-
tiva estatal planteada por el mismo gobierno 
que comete sistemáticamente violaciones de 
derechos humanos contra su propia sociedad 
civil. ¡Basta Ya! de manipular la historia.

25	“En efecto, para un buen número de fiscales entrevistados, uno de los principales obstáculos político- institucionales 
a su trabajo es el peso considerable de los militares en la dirección de las investigaciones y los riesgos que asume 
aquel que decide meterse con ellos”. Véase Informe ¡Basta Ya! página 231.

26	“Los relatos sobre las complicidades dan testimonio de los modos directos e indirectos en que establecen relaciones 
de colaboración entre agentes estatales y grupos armados ilegales, y dan cuenta de las múltiples formas de abandono y 
riesgo a los que se somete a la población. Estos testimonios señalan la gravedad del comportamiento de los miembros 
de las Fuerzas Armadas y hacen además un reclamo más amplio, apoyados en la obviedad de los hechos, sobre la 
negligencia del Estado durante los momentos en que fueron victimizados.” Véase Informe ¡Basta Ya! página 343.

para que el Estado colombiano salga una vez 
más bien parado de este análisis de más de 50 
años de violencia.

A través del informe el Estado logra des-
prenderse, por ejemplo, de la responsabi-
lidad que le corresponde por los hechos de 
expropiación masiva que sufren a diario los 
afrodescendientes, los indígenas y gran parte 
del pequeño campesinado, situación que en 
la mayoría de los casos va de la mano con 
desplazamientos forzosos. Según muchas 
víctimas de crímenes de Estado, el Estado co-
lombiano es responsable de permitir y tolerar 
durante décadas que grandes terratenientes 
-con el apoyo comprobado de la Fuerza Pú-
blica y de grupos paramilitares- se apropien 
de manera ilegal de las mejores tierras.

Por último el GMH hace referencia a la 
participación del Estado en el desarrollo del 
conflicto de manera arbitraria. Se refiere a 
funcionarios del Estado, a agentes del Esta-
do, habla de Fuerza Pública de Fuerzas Mili-
tares, pero no habla del Estado en su conjunto 
como un actor central del conflicto.

Algunas Conclusiones

¿Por qué el GMH excluyó el genocidio 
contra la UP dentro de las modalidades de 
violencia que analizó el informe? ¿Por qué 
el GMH no incluyó dentro de los actores del 
conflicto al Estado colombiano en su conjun-
to y habla más bien de “agentes estatales” 
involucrados en violaciones de Derechos 
Humanos? ¿Por qué el GMH no se cuestionó 
a cabalidad quiénes son los responsables de 
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Anexo
Errores en las estadísticas del informe ¡Basta Ya!

En las estadísticas que publica el GMH respecto a la violencia documentada en el Informe 
¡Basta Ya! fueron encontrados algunos errores en las cifras que documentan la violencia. Esto 
invalida de entrada las estadísticas entregadas por el ¡Basta Ya! como una fuente seria y de 
paso abre la pregunta por la confiabilidad los métodos utilizados para cuantificar la informa-
ción recopilada.
* 	 Acciones bélicas entre 1988 - 2012: Según el informe la suma total de víctimas por 

este tipo de violencia es de 1.344. Esta cifra total de víctimas se desglosa en la mis-
ma estadística por tipo de actor que comete la acción bélica. Si se suman las cifras 
entregadas en el desglose, la suma total de víctimas por acciones bélicas entre 1988 
- 2012 sería de 1.316.
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*	 Asesinatos selectivos entre 1985 - 2012. Según el informe la suma total de víctimas 
por este tipo de violencia es de 23.161. Esta cifra total de víctimas se desglosa en la 
misma estadística por tipo de actor que comete el asesinato selectivo. Si se suman 
las cifras entregadas en el desglose, la suma total de víctimas por asesinato selecti-
vo entre 1985 - 2012 sería de 21.607.
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*	 Ataque a bienes civiles entre 1988 - 2012. Según el informe en la suma total de 
víctimas por este tipo de violencia es de 715 y el número total de casos es de 5.138. 
Esta cifra total de víctimas se desglosa en la misma estadística por tipo de actor que 
comete el ataque a bienes civiles entre 1988 - 2012. Si se suman las cifras entrega-
das en el desglose, la suma total de víctimas por ataques a bienes civiles entre 1988 
2012 sería de 5.083.
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 Camilo González Posso1

En Colombia no se ha formado 
hasta la fecha una Comisión de la 
Verdad sobre el origen de la vio-
lencia generalizada, las guerras y 

conflictos armados que se presentan des-
de mediados del siglo XX. Pero desde el 
gobierno se han promovido comisiones de 
investigación de las causas de la violencia 
o de temas o casos especiales, que han 
aportado análisis históricos basados en 
ejercicios de memoria, sin que se les haya 
inscrito en la modalidad de lo que hoy se 
entiende como  Comisión de la Verdad.

1 Coordinador del Centro de Memoria, Paz y Reconci-
liación - CMHPR, Alcaldía de Bogotá; Notas para la 
ponencia en el Encuentro Internacional de revistas de 
historia convocado por la Universidad Nacional de Co-
lombia, Bogotá D.C. septiembre de 2013, Presidente 
de INDEPAZ.

  Los nombres de   Los nombres de 
la guerra en la la guerra en la 
Memoria HistóricaMemoria Histórica
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En la gestación del Centro de Memoria, 
Paz y Reconciliación y en la actual fase de 
inicio de actividades, le hemos dado impor-
tancia a revisar esos aportes desde varios 
ángulos: Su origen, mandato y alcance, com-
posición, conceptualización del objeto de in-
vestigación, periodización escogida, matriz 
de interpretación, variables determinantes y 
sus interrelaciones, metodologías de inves-
tigación, papel de los protagonistas y victi-
mas en la narrativa, recomendaciones, entre 

otros. Es una reflexión en curso para la cual 
son muy enriquecedores espacios como este 
encuentro y trabajos de investigación que con 
similares propósitos están adelantando en va-
rias universidades.

Es larga la lista de iniciativas de informes 
de investigación de origen estatal o desde la 
sociedad civil. Me voy a referir al estudio de 
1962 y al informe de 2013, sin dejar de resal-
tar la larga lista de trabajos entre los que se 
pueden mencionar:

1958: Comisión de investigación sobre causas actuales de la violencia. Fue designada por la 
Junta Militar de Gobierno en 1957. Realizó trabajos de documentación, entrevistas, visita a las 
regiones más afectadas, conversación con protagonistas. Se disolvió antes de presentar su 
informe final

1962: La violencia en Colombia, Informe Universidad Nacional por encargo de la ONG empresarial 
llamada Fundación de Paz. Monseñor Germán Guzmán, Orlando Fals Borda y Eduardo Umaña 
Luna. Monografía síntesis basada en documentación de la Comisión. Publicada en los dos tomos, 
el primero en 1962 y el segundo en 1964.

1987: Comisión de Estudios sobre la violencia. Colombia: violencia y democracia. Gonzalo 
Sánchez et al, IEPRI Universidad Nacional, por encargo del gobierno nacional.

1991: Informe Pacificando la paz. Resultado del acuerdo entre el gobierno nacional y el EPL. 
Grupo de investigación encabezado por Alejandro Reyes.

1995. Colombia Nunca Más! Comisión Inter eclesial de Justicia y Paz.

2008: Comisión de la Verdad sobre los hechos del Palacio de Justicia del 6 y 7 de noviembre de 
1985. Designada por las Cortes.

2013. Basta Ya, Colombia memorias de guerra y dignidad, Grupo de Memoria Histórica 
nombrado por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación en 2006, con base en el 
mandato de la ley 495 de 2005.

2006 - 2013: Numerosos estudios de casos: Trujillo, Catatumbo, Magdalena Medio y 20 más del 
GMH - Centro Nacional de Memoria Histórica.

2011 – 2014: Informe de la Comisión de la Verdad de las Mujeres – Ruta Pácifica de Mujeres. 
Propuesta de Comisión de la Verdad, CONPAZ, CIJP y Comisión ética de la verdad.
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con trabajos similares y el reconocimiento de 
la industria editorial2.

En los ejercicios de memoria colectiva de 
acontecimientos de gran impacto nacional, 
regional o sectorial, es inevitable y necesario 
el diálogo con la historia. Y lo mismo puede 
decirse de los esfuerzos que se hacen con la 
pretensión de contribuir a la verdad histórica 
sobre las causas y desarrollos de la violen-
cia política, de sus relaciones con propósitos 
económicos y de sus consecuencias no solo 
en daño y violación de derechos sino en la 
imposición de determinadas relaciones de po-
der y de reparto.

Los dos trabajos que tomo como referen-
cia son un ejemplo de esa interrelación entre 
memoria e historia y nos permiten abordar 
dos temas que son centrales para los ejerci-
cios de memoria colectiva y de verdad his-
tórica en este periodo de búsqueda de la paz 
en Colombia: la definición del objeto de la 
memoria y la interpretación histórica y la pe-
riodización escogida.

2	 La academia ha producido números trabajos de interpretación histórica sobre aspectos de la violencia y el conflicto, 
entre los cuales se destacan algunos por ofrecer una visión de largo plazo. Entre estos se pueden mencionar la obra 
reciente de Marco Palacio, Violencia Pública en Colombia 1958 - 2010 y Las Guerras en Colombia de Rafael Pardo. 
Son decenas los libros sobre temas parciales y centenares los ensayos, como por ejemplo los libros de Daniel Pécaut 
Orden y Conflicto, Las Farc: guerrilla sin fin; el de James Henderson, Globalización y narcotráfico en el conflicto en 
Colombia; Paramilitares 1985 - 2005 de Mauricio Romero.

En esos informes se constata la inevitable re-
lación entre la memoria colectiva, los ejercicios 
de construcción de memoria a partir de testimo-
nios y la interpretación histórica de hechos y 
procesos. También es evidente que la convoca-
toria desde el gobierno a un grupo especial para 
que aporte explicaciones sobre acontecimientos 
violentos que han marcado un momento o un 
periodo de la historia nacional o un proceso 
parcial de un grupo o territorio, se convierten 
en referentes destacados para las verdades co-
lectivamente compartidas: toman la fuerza de 
narrativas privilegiadas sobre la historia.

En otro plano se ubican los trabajos de 
investigación histórica, cuyo propósito no 
es postularse como verdad y menos como 
verdad oficial. Su función social es ofrecer 
una interpretación rigurosamente sustentada, 
apoyada en documentos, archivos, estudios 
relacionados, testimonios o memorias, regis-
tros periodísticos entre otros. La proyección 
de estas investigaciones la da el rigor teóri-
co, la validación académica, la confrontación 
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Violencia sin guerra civil  
ni conflicto armado interno

Sorprende la relectura del estudio publi-
cado en 1962 por la actualidad que tienen 
muchas de sus observaciones y contenidos. 
“Colombia ha llegado en su devenir histórico 
a tal encrucijada que necesita que se le diga 
la verdad, así sea ella dolorosa, y aunque pro-
duzca serios inconvenientes a aquellos que se 
atreven a decirla”.3

Para no entrar a la hermenéutica del men-
cionado estudio, vamos directamente a su-
brayar cuestiones que pueden ser relevantes 
en la perspectiva actual de la memoria y la 
verdad histórica.

Como se advierte desde el prologo del li-
bro, en su análisis multicausal “no se logró 
determinar exactamente la medida en que in-
tervienen los distintos ingredientes”, pero de 
manera reiterada se vuelve a la tesis de que el 
detonante estuvo en el Estado y los partidos, 
en “la lucha política por el goce hegemónico 
del poder ... y de las ventajas económicas” 
(Guzmán, 1962, pag 409).

Como anota Marco Palacio, el enfoque 
sociológico de interpretación se centra en 
“la revolución social frustrada; pero el aná-
lisis del conflicto social y de la violencia, 
deja muchos asuntos por resolver y llama la 
atención sobre esa denominación genérica y 
su utilidad para leer el conjunto de la historia 
de Colombia desde mediados del siglo XX”4.  

3	 Guzmán, Germán (1962], La Violencia en Colombia, Bogotá, Editorial Tercer Mundo, página

4	 Palacio Marco, Violencia Pública, Bogotá 2012, Editorial ..xxxx

Según Fals Borda, la visión ofrecida por 
Monseñor Guzmán no cabe ni en la defini-
ción de guerra o conflicto bélico, ni en la de 
conflicto social, pues en la imagen utilizada 
de la bola de nieve, si bien se origina en la 
lucha de poder en el centro del Estado, en la 
medida en que rueda y se agiganta pasa a un 
estadio irracional de conflicto pleno informe, 
de aniquilamiento del contrario y comporta-
miento criminal. La “quiebra de las institu-
ciones fundamentales” y de los valores, es-
taría en la base del desencadenamiento de la 
ciega violencia interpartidista.

Pero en el libro de la Violencia no solo se 
evita hablar de guerra o de guerra civil, ex-
cepto por palabras citadas de Alberto Lleras 
que habla de “guerra irregular”, (Guzmán, 
1962, pag. 413), sino que tampoco se habla 
del régimen como dictadura. Esto resulta ex-
traño si se retoman los discursos de la época 
propios de las guerrillas del llano o de otros 
insurrectos que hablaron de la “tiranía” o de 
la “dictadura conservadora”.

Llama aún mas la atención el enfoque del 
Libro, si se recuerda que en el pacto de Sitges, 
Laureano Gómez y Alberto Lleras Camargo, 
en su condición de jefes de sus colectividades, 
se refieren al gobierno del Teniente General 
Gustavo Rojas Pinilla en sus ejecutorias des-
pués de 1954, como “tiranía y dictadura”. Par-
te de ese pacto era la derrota de Rojas y resta-
blecer el control del estado por los dos partidos 
tradicionales y por ello se incluyó el silencio 

” “ Colombia ha llegado en su devenir histórico a tal encrucijada que 
necesita que se le diga la verdad, así sea ella dolorosa, y aunque 

produzca serios inconvenientes a aquellos que se atreven a decirla
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sobre las características del ejercicio del 
poder entre 1947 y 1954. Esas dictadu-
ras no tuvieron nombre ni en el lenguaje 
del Frente Nacional ni en la narrativa de 
los primeros violentólogos.

La Violencia en Colombia es un in-
forme escrito en caliente, sobre lo ac-
tual. Monseñor Germán Guzmán en la 
periodización que ordena su monogra-
fía sobre la violencia en Colombia ha-
bla de los años 1958 a 1962 como los de 
la segunda tregua y la Junta Militar que 
creo la Comisión Investigadora de las 
causas actuales de la violencia, suponía 
que en 1957 ella no se había superado 
aún: no es extraño entonces que el man-
dato se refiera a las “causas actuales”.

El periodo que aborda el estudio 
comprende desde 1944 a 1962 y distin-
gue las siguientes etapas o fases: pri-
mera ola de la violencia 1944 - 1954; 
primera tregua 13 de junio de 1954 a 
julio de 1955; segunda ola de la vio-
lencia, 1955 - 1957; segunda tregua y 
reducción de la violencia 1958 a 1962. 
No es explicito el criterio de esa perio-
dización pero se advierte que en el hilo 
general que ubica esa violencia como 
un proceso de confrontaciones arma-
das fratricidas y partidistas, en una 
fase domina el sectarismo y en la otra 
la retaliación. En este enfoque, las di-
mensiones económicas y sociales son 

consecuencias de los procesos violen-
tos interpartidistas y primarios, pero no 
motivaciones expresas o determinan-
tes. La violencia se desencadena con 
eventos del orden nacional pero en este 
relato se convierte en una ola de acon-
tecimientos cuya dinámica y razón de 
ser se ubica en lo local o regional.

Esa visión de lo ocurrido en el pe-
riodo de La Violencia, como lucha 
fratricida o “violencia liberal - conser-
vadora”, ha sido criticada por parcial, 
por ser parte del discurso oficial de 
ocultamiento promovido por el Frente 
Nacional para eximir de responsabili-
dad histórica a los gobiernos, jefaturas 
de las fracciones partidistas y demás 
usufructuarios del poder. El calificati-
vo de “violencia partidaria” ha estado 
acompañado del esfuerzo por mostrar 
que se trató de procesos locales de 
odios sectarios y retaliaciones en cade-
na en los campos y en todo caso lejos 
de la cerrada oligarquía que enfrentó 
el gaitanismo. Se borra así el papel 
de las dictaduras y las complicidades 
de las cúpulas políticas y económicas 
que las propiciaron o toleraron. ¿Quién 
responde por los 200.000 muertos de 
esa Violencia atroz? ¿No son en buena 
parte un resultado del ejercicio siste-
mático de la violencia política y social 
desde el poder local y nacional?

” 

“ Delibera-
damente 

el informe 
del GMH 
no incluye 
las consi-

deraciones 
metodo-
lógicas y 

conceptua-
les que han 

tenido en 
cuenta los 
investiga-

dores, pero 
es evidente 

que se iden-
tifica guerra 

y conflicto 
armado 
interno
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Guerra y conflicto armado: 
repertorio de la violencia

En el informe general del Grupo de 
Memoria Histórica titulado Basta Ya! 
Colombia memorias de guerra y dignidad 
(CNMH, 2103), se deja de lado la categoría 
de Violencia para organizar la narrativa o la 
periodización y se privilegia hablar de guerra 
y conflicto armado interno.

El objetivo del informe se define entre el 
mandato de la Ley 975 de 2005 de estudiar 
las causas y consecuencias de la acción de los 
grupos armados ilegales, y la pretensión de los 
investigadores de aportar al “esclarecimien-
to histórico y la comprensión de las causas 
de la guerra en Colombia”.5 Las distintas 
modalidades de violencia son analizadas des-
de la perspectiva de graves violaciones a los 
derechos humanos y a las normas del Derecho 
Internacional Humanitario escogiendo como 
periodo de investigación el comprendido en-

5	 Grupo de Memoria Histórica - Centro Nacional de Memoria Histórica, Basta Ya! Colombia memorias de guerra y 
dignidad , Bogotá D.C. 2103, pág.

tre 1958 y 2012. Es sin duda el más impor-
tante informe sobre los orígenes y dinámicas 
del conflicto armado que se ha producido en 
Colombia por mandato legal y forma parte de 
un colosal trabajo de investigación recogido 
en veinte volúmenes de estudios aportados 
por más de doscientos investigadores.

Guerra, conflicto armado y repertorio de 
la violencia son las categorías invocadas en 
el libro Basta Ya!, para concentrar la investi
gación en “los motivos y las transforma-
ciones de la guerra” e “identificar factores 
determinantes y recurrentes en el origen, las 
transformaciones y la continuidad del con-
flicto armado” que se ubican en los proble-
mas vinculados a la tierra y las precariedades 
de la democracia. Deliberadamente el infor-
me del GMH no incluye las consideracio-
nes metodológicas y conceptuales que han 
tenido en cuenta los investigadores, pero es 
evidente que se identifica guerra y conflicto 
armado interno.
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La expresión “precariedades de la 
democracia” aparece como un factor 
o contexto, pero no como instrumento 
de una línea de interpretación sobre la 
configuración del poder y el papel del 
Estado y de los gobierno en la determi-
nación de un sistema de violencia orga-
nizada. Por ello no se le concede impor-
tancia a la caracterización del régimen 
político y al hablar de los gobiernos se 
acude a formulaciones descriptivas.

La periodización sobre el origen y 
desarrollo del conflicto armado es or-
ganizada en el informe según ciclos de 
la guerrilla o de los paramilitares y su 
correspondiente oscilación en cuanto a 
graves violaciones a los derechos hu-
manos y al DIH. Desde esa óptica se 
distingue el periodo 1958 - 1982, de 
transformación de la violencia bipar-
tidista en violencia subversiva; 1982 - 
1996, expansión guerrillera, políticas de 
paz y eclosión paramilitar, 1996 - 2005, 
tragedia humanitaria: estado a la deriva 
y lucha a sangre y fuego por el territo-
rio; 2005 - 2012, desmovilización de las 
AUC y repliegue de las FARC a su reta-
guardia obligadas por el Estado.

Es una periodización en la que se 
utilizan largas frases descriptivas que 
dificultan entender cual es el criterio 
ordenador para distinguir cada fase. En 
el texto se observa que el primer pe-
riodo está antecedido de un largo desa-
rrollo sobre lo que denomina la violen-
cia partidista y que corresponde a los 
años comprendidos entre 1944 y 1958 
con una fase de desmantelamiento de 
las grupos remanentes de guerrilleros 
o “bandoleros” liberales y contrague-
rrillas conservadoras. Designar todo el 
periodo hasta 1982 como parte de la 
transformación resulta un titulo confu-
so que no se corresponde al análisis allí 
plasmado sobre el origen de las “gue-
rrillas subversivas”. Cada uno de los 
otros periodos y de los largos nombres 
escogidos dejan interrogantes sobre 
los criterios para establecer las fechas 
de corte. Y más interrogantes deja la 
sobrevaloración de la situación de la 
guerrilla y del rearme paramilitar en el 
último periodo.

En todo caso parece que la periodi-
zación elegida se refiere a los ciclos de 
configuración de guerrillas y paramili-
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tares, teniendo en mente la incidencia de esas 
agrupaciones en la política del país y en la 
geografía del conflicto y su impacto en daño 
a la población civil. El centro de la periodiza-
ción y análisis no es la cuestión del poder ni 
los intereses o modelos de reparto que están 
en disputa. Y esta constatación no invalida el 
ejercicio realizado y el aporte de elementos 
para la comprensión del conflicto armado: 
solo pretende interpretar sus lógicas y los li-
mites que asumieron los autores.

Pensando en la tarea de una futura Comi-
sión de la Verdad y de ejercicios de memoria 
y verdad histórica desde diversos centros de 
pensamiento, parece relevante volver a los de-
bates nunca saldados sobre la caracterización 
del periodo histórico que se ha designado con 
el nombre genérico de violencia o conflicto 
armado interno. Sin dejar de lado el papel de 
semejante caracterización cuando la preten-
sión es una interpretación de causas, conse-
cuencias, determinantes, dinámicas, patrones 
y respuestas que demandan la sociedad y las 
victimas. ¿Se puede ubicar todo un ciclo his-
tórico desde 1944 a la actualidad bajo una sola 
categoría? ¿Hay una diferencia sustancial en-
tre el periodo llamado de La Violencia (1944 
- 1958) y lo que sigue hasta el presente?

Las Definiciones y Categorias: 
¿violencia, guerra o conflicto 
armado?

Para delimitar el objeto de referencia de 
la memoria y la verdad histórica se requie-
re reconocer que las definiciones aceptadas, 
sobre conflicto armado interno o de carácter 
no internacional y de guerra civil, son insufi-
cientes y que en el caso colombiano hay que 
ubicarlas en un ciclo largo de violencia ge-
neralizada y sistemática. Cualquiera de estas 
categorías es insuficiente por sí sola para de-
signar el proceso que marca el presente o para 
orientar los ejercicios de memoria histórica. 
Por ello asumimos una definición compuesta 
centrada en la violencia política y económica 
que incluye al conflicto armado interno pero 
que a la vez lo trasciende.

¿Conflictos armados internos?

Recordemos la definición del conflicto 
armado de carácter no internacional contenida 
en los Protocolos 2 adicional a los acuerdos de 
Ginebra de 1948, ratificado por Colombia en 
1994, relativo a la protección de las víctimas 
de los conflictos armados: “que se desarrollen 
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en el territorio de una Alta Parte contratante 
entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas 
disidentes o grupos armados organizados que, 
bajo la dirección de un mando responsable, 
ejerzan sobre una parte de dicho territorio un 
control tal que les permita realizar operacio-
nes militares sostenidas y concertadas y apli-
car el presente Protocolo”.

El objetivo de esa definición es la protec-
ción de las victimas entendidas como aque-
llas que son vulneradas en sus derechos hu-
manos en su condición de población civil, no 
combatientes y combatientes en situación de 
indefensión. En el lenguaje del Protocolo, se 
trata de proteger a “todas las personas que no 
participen directamente en las hostilidades, o 
que hayan dejado de participar en ellas, estén 
o no privadas de libertad,... ”6

Es una definición descriptiva que permite 
identificar las partes armadas y sus limita­
ciones en medio de operaciones militares, 
pero que no entra a considerar otras dimen-
siones. En las Naciones Unidas, en los años 
siguientes a la segunda guerra mundial, no 
lograron ponerse de acuerdo sobre la inclu-
sión en los Protocolos de Ginebra de referen-
cias a la expresión “guerra civil”; y tampoco 
hubo condiciones para este tipo de referencia 
en los años setenta, en pleno desenlace de la 
guerra en Vietnam y en las de descoloniza-
ción en África.

6	 http://www2.ohchr.org/spanish/law/protocolo2.htm consultado el 16/08/2013, 7 a.m.

De modo que la definición de conflicto ar-
mado interno esta en función de la protección 
de los derechos humanos ante operaciones ar-
madas y esto le da un importante alcance prac-
tico y al tiempo limitaciones como categoría 
de análisis histórico. Atendiendo a la letra del 
articulo 1 del mencionado Protocolo II, en Co-
lombia se presentó una situación de conflictos 
armado internos sin solución de continuidad, 
entre 1948 y 1964, y nuevos conflictos arma-
dos desde el principio de los años sesenta hasta 
el presente en periodos de diversa intensidad y 
cobertura geográfica. Los protagonistas direc-
tos de esos conflictos han sido las fuerzas ar-
madas del Estado, guerrillas, contraguerrillas, 
milicias, paramilitares, bandas de narcotrafi-
cantes, narcoparamilitares.

Si se pasa a considerar el papel de parti-
dos políticos, empresarios, organizaciones 
civiles y religiosas de otro orden, gobiernos y 
aliados internacionales para las operaciones 
armadas, se entra en un terreno en el cual no 
es funcional la definición del conflicto arma-
do sin carácter internacional y se requieren 
otras categorías de análisis.

La sola mención de la expresión “sin carác-
ter internacional”, lleva a pensar en el oculta-
miento que se sugiere al tomar en cuenta solo 
la ocurrencia del conflicto armado al interior 
de un Estado y en relación a la disidencia ar-
mada para derrocarlo o modificar su configu-
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ración. En muchas situaciones, como 
ha ocurrido en Colombia, los factores 
internacionales del conflicto armado 
han sido parte de los determinantes de 
su origen y desarrollo y no pueden ubi-
carse simplemente como contexto o fac-
tores externos que influyen en la situa-
ción general o en los enfrentamientos 
armados. Por el contrario, en la segunda 
mitad del siglo XX y en lo que ha trans-
currido de este milenio, las estrategias 
de guerra y la geopolítica de la defensa 
nacional de Estados Unidos han sido un 
factor constitutivo del conflicto armado 
en Colombia cuyas modalidades han 
variado según circunstancias globales, 
pero que han ayudado a modelar las po-
líticas de seguridad interna, las líneas 
matrices de la contrainsurgencia, la 
ideología militar y la conducción de las 
operaciones en los momentos y territo-
rios claves de la confrontación. No se 
debe olvidar tampoco el papel de fuer-
zas internacionales que han estado aso-
ciadas a los levantamientos armados y a 
la evolución de la insurgencia; es cierto 
que han cambiando en cada periodo y 
que en las últimas décadas su incidencia 
ha sido marginal, pero no ha dejado de 
influir desde la ideología y las justifica-
ciones antiglobalización.

Los estudios que se limitan al con-
flicto armado se concentran por lo mis-
mo en hacer el inventario de infraccio-
nes graves a los derechos humanos y 
a las normas del derecho internacional 
humanitario y, a mostrar el repertorio 
de la atrocidad atribuida a los sujetos o 
actores armados de los que se ocupa el 
DIH y el Protocolo II. Pasar de aquí al 

estudio de las causas o determinaciones 
de esos conflictos requiere entonces ir 
más allá de la descripción de los daños 
ocasionados a la población civil, por los 
protagonistas armados de las hostilida-
des. Las preguntas más importantes se 
dirigen entonces al papel de las institu-
ciones, autoridades, aliados nacionales 
e internacionales, y de esa población ci-
vil, en los procesos que pasan al terreno 
de la violencia armada para buscar obje-
tivos de poder o de acumulación.

Estas anotaciones no desconocen la 
importancia de registros de violaciones 
a la normas del DIH ni de sus análisis 
estadísticos o de interpretación descrip-
tiva. En este terreno han sido notables 
los aportes del CINEP, CPDDHH, CCJ, 
Vicepresidencia de la República, Comi-
sión de Justicia y Paz, FIP, entre otros.

Sin duda el primer capitulo del in-
forme “¡Basta Ya!” es la presentación 
resumida de las cifras oficiales del Re-
gistro Unificado de Víctimas y consti-
tuye la compilación más completa que 
hasta fecha ha presentado con cifras del 
gobierno nacional. La advertencia en 
este terreno se dirige a no confundir re-
gistros construidos desde las categorías 
del Derecho Internacional Humanita-
rio, con informes de memoria o verdad 
histórica pues, con toda la importan-
cia que tienen como descripción de la 
atrocidad y de presuntos responsables 
materiales, son apenas un insumo en la 
construcción de interpretaciones his-
tóricas o sobre la verdad de las deter-
minaciones y desarrollos de la historia 
de disputas violentas por el poder y el 
reparto de riquezas.
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¿Guerra civil o guerra?

No ha existido un consenso en instancias 
internacionales sobre la definición de gue-
rra civil, pero se acepta que ella se presenta 
al interior de un Estado cuando la violencia 
armada por luchas de poder, involucra en su 
origen y desarrollo a sectores, grupos, clases 
o comunidades importantes de la sociedad, 
a territorios significativos de ese Estado o 
nación. Amplios sectores de la sociedad se 
involucran directamente en apoyo a las for-
mas violentas y armadas de defensa de inte-
reses políticos y económicos y defienden o 
apoyan de alguna manera las operaciones o 
actos de las fuerzas armadas o de sus oposi-
tores o disidentes.

En algunos textos se le agrega a la defi­
nición de guerra civil el que se presenten 
más de 1000 muertes relacionadas con los 
combates, que pueden ser muertes de com-
batientes o de civiles no involucrados direc-
tamente en las hostilidades pero que son con-
vertidos en objetivo militar de alguna de las 
partes armadas.7

En Colombia se ha hablado de las guerras 
civiles del siglo XIX y de la guerra de los mil 
días entre 1900 y 1902, designando enfren-
tamientos armados entre ejércitos rebeldes 
y gubernamentales que disputaron el control 
del Estado para imponer visiones e intereses 
en la conformación de la nación y del esta-
do después de la independencia. Las líneas 
de esos enfrentamientos combinaron identi-
dades ideológicas, religiosas, regionales y de 
filiación de fracciones partidistas.

Es curiosa la resistencia a denominar como 
guerra civil los enfrentamientos armados 
que siguieron al 9 de abril de 1948 cuando 
el levantamiento popular gaitanista fue res-

7	 Nasi, Carlos, Cuando callan los fusiles, impacto de la paz negociada en Colombia y Centroamérica. Bogotá: Editorial 
Norma, 2007

pondido con la guerra de arrasamiento desde 
gobiernos dictatoriales apoyados por frac-
ciones políticas, poderes económicos, terra-
tenientes y grupos armados de civiles auto-
definidos como conservadores y organizados 
en milicias, contraguerrillas y paramiliateres. 
La confrontación armada estuvo globalmente 
definida por la acción represiva y de asesi-
natos indiscriminados del Estado en regiones 
enteras consideradas bastiones gaitanistas o 
liberales radicales. Las guerrillas liberales se 
organizaron en resistencia a la dictadura y la 
tiranía y en muchas regiones se denominaron 
“la revolución”.

Durante el Frente Nacional, especialmen-
te después de 1962, se registraron situacio-
nes bélicas por la iniciativa del gobierno de 
“pacificar” al país eliminado reductos de la 
guerrilla liberal o núcleos de autodefensa 
campesina influenciados por los comunistas. 
Se inició un nuevo periodo de confrontacio-
nes armadas con las iniciativas de guerra de 
guerrillas de inspiración guevaristas, la for-
mación de las FARC como guerrilla de re-
sistencia campesina y la configuración de la 
contrainsurgencia inmersa en las nuevas teo-
rías de la seguridad nacional y de la guerra 
preventiva anticomunista. Pero los desarro-
llos de la guerra en este periodo rápidamente 
se volvieron de segunda importancia en las 
luchas de poder y la intensidad de las con-
frontaciones y de los hechos bélicos se redujo 
notablemente y hasta un punto que no per-
mite caracterizar ese periodo - 1962 - 1978 
- como de guerra o guerra civil y ni siquiera 
como de conflicto armado interno en el con-
junto del país. Se puede hablar de situaciones 
de conflicto armado o de guerrillas de baja 
intensidad, pero no de un panorama general 
de guerra o conflicto armado interno.
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nera abierta sectores considerables de 
la población se involucran en los en-
frentamientos o que se le atribuye a la 
guerrilla una base social que no tiene. 
Para ellos es mejor subrayar el carácter 
minoritario de los grupos armados ile-
gales e incluso de degradación para ad-
quirir características más delincuencia-
les que políticas8. En esa misma línea 
no falta el ingenio de quienes hablan 
de “guerra contra la sociedad”, como 
si la sociedad no fuera un conjunto en 
conflicto y los civiles no estuvieran 
involucrados en las confrontaciones y 
determinantes de la guerra. Desde otro 
ángulo se reclama que la expresión 
“guerra civil” traslada el protagonismo 
a grupos sociales y políticos ocultando 
el papel central del Estado y de muchas 
de sus instituciones en el ejercicio de 
una violencia sistemática y de alianza 
con grupos económicos y terratenien-
tes. Tal vez para eludir esa polémica 
el Grupo de Memoria Histórica, y con 
innegable pertinencia, acogió la cate-
goría de “guerra” a secas.

8	 Ver Universidad de los Andes, Revista de Estudios Sociales, No 15, Bogotá 2002, páginas 157 a 162. 
Debate sobre la Guerra Civil, Eduardo Posada Carbó, Carlo Nasi, Willian Ramiréz Tobón y Eric Lair.

La situación cambia radicalmente 
a finales de los setenta y en los años 
ochenta y noventa, cuando el creci-
miento de las confrontaciones armadas 
lleva finalmente a un periodo al cual le 
caben todas las definiciones del con-
flicto armado, guerra o guerra civil, o 
violencia generalizada y sistemática. 
El escalamiento estuvo acompañado 
de la subsunción de las condiciones de 
guerra y conflicto armado en la geopo-
lítica de la guerra anti drogas y antite-
rrorista con la injerencia determinante 
de EE. UU en la confrontación interna 
en Colombia. El mayor escalamiento 
de la guerra y la violencia se dio entre 
1992 y 2004, involucrando casi toda la 
geografía nacional y dándole lugar y 
sentido a las confrontaciones y luchas 
de poder regionales y nacionales.

Algunos ensayos de interpretación 
sobre las características de la violencia 
en Colombia han rechazado la expre-
sión guerra civil por considerar que 
induce a pensar en una situación de 
enfrentamientos en los cuales de ma-
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Para hablar de guerra o de guerra civil 
para describir periodos de la historia de Co-
lombia desde mediados del siglo XX, hay que 
abundar en adjetivos y descripciones para 
que quepan las salvedades y, con todo, esas 
categorías siguen siendo insuficientes. ¿quién 
hace la guerra? ¿Qué intereses se han benefi-
ciado de ciclos largos de guerras y conflictos 
armado? ¿a dónde ha ido a parar el botín po-
lítico y el económico? ¿Quiénes han dirigido 
esas guerras y han configurado poderes a su 
servicio? ¿Quiénes son los determinadores y 
quienes los cómplices?

La importancia de meter lo civil en la de-
finición está en superar la idea de una guerra 
de aparatos que se auto determinan. Y ade-
más indica que en definitiva la lógica de las 
operaciones armadas ha sido someter a la po-
blación civil: en la violencia estatal o en la in-
surgencia y contrainsugencia, en las guerras 
por poder o por recursos, el objetivo ha sido 
el sometimiento de la población o el trans-
formarla en parte activa en la lucha contra el 

enemigo. Pero más importante que eso, la de-
terminación y conducción de las guerras o de 
operaciones de guerra en los últimos cincuen-
ta años ha sido responsabilidad de centros de 
poder político y económico, nacionales y re-
gionales, interrelacionados hacia abajo con 
múltiples poderes civiles regionales y locales 
y hacia arriba con centros estratégicos de la 
geopolítica internacional. Del lado de la gue-
rrilla se ha visto una lógica similar, articu-
lada siempre al propósito de guerra popular 
con bases de apoyo en algunas zonas rurales 
y franjas políticas urbanas de respaldo o al 
menos de reconocimiento a la supuesta legiti-
midad del alzamiento armado. En las encues-
tas realizadas en la última década el apoyo 
urbano ha oscilado alrededor del 4% y la 
presencia regular se ha registrado en más de 
300 municipios pequeños en población pero 
grandes en área. En todo caso, la idea de un 
enfrentamiento a una banda terrorista o a un 
aparato sin apoyos civiles, así sean minorita-
rios, es parte de una mala lectura.
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Guerra por los recursos

También se ha propuesto, en algu-
nos trabajos de INDEPAZ, hablar de 
la guerra por los recursos, retomando 
la expresión de Michael Klare9. Así se 
recuerda que si bien el poder ha esta-
do en el centro de las confrontaciones 
violentas que se han padecido en Co-
lombia durante más de cincuenta años, 
siempre se han asociado a la disputa 
por los recursos, sea la tierra, el terri-
torio, el agua, la minería, los bosques, 
el petróleo o posiciones de importancia 
geoestratégica. Cada actor social o po-
lítico que ha estado involucrado en las 
dinámicas de violencia o de guerra no 
solo ha defendido intereses sino que se 
ha implicado o lo han implicado for-
zadamente en formas de acumulación 
de riquezas, de reparto del botín o de 
despojo. En ocasiones el detonante del 
ciclo de violencia ha sido eminente-
mente político, pero en la medida en 
que se generaliza la violencia ella se 
constituye en un instrumento para la 
apropiación de recursos con menos-
cabo de los derechos de otros. Y en la 
circularidad de los conflictos violentos, 
el poder local y el nacional son iden-
tificados como palancas privilegiadas 
para consolidar la apropiación de los 
recursos y la formalización espuria de 
propiedades y negocios.

En el último ciclo o periodo de as-
censo de la violencia y las guerras en 
Colombia, iniciado a finales de los se-
tenta y con escalamiento crítico desde 
mediados de los ochenta, la guerra por 
recursos adquirió un lugar preeminente 
y el alza de precios del los bienes de 

9	 Klare, M: “La Guerra por los recursos. El futuro escenario del conflicto global”, Urano TENDECIAS. 
Barcelona 2003.

origen agrícola y minero energético, 
sirvió de telón de fondo para un nuevo 
reparto violento.

En los estudios sobre la disputa por 
territorios realizados por académicos 
independientes o en los informes de 
caso del GMH, se han mostrado ejem-
plos de esa relación entre violencia y 
reconfiguración de territorios y propie-
dad de la tierra que puede extenderse 
a las nuevas formas de reparto de re-
cursos. En amplias regiones como el 
Magdalena Medio, Urabá, Córdoba y 
Sucre, Magdalena, Cesar, Santanderes, 
Orinoquia, Putumayo, Costa Pacifica, 
oriente de Antioquia, en las últimas 
tres décadas se han descrito patrones, 
procesos y fases similares:
•	 Fase 1. Ascenso de la violencia 

y del conflicto armado interno. 
Múltiple alianza civil y de go-
biernos para la guerra por recur-
sos. Escalamiento desde la gue-
rrilla, lo paramilitares y la fuerza 
pública con graves infracciones 
al DIH.

•	 Fase 1 - 2. Desplazamiento, crí-
menes atroces en contra de co-
munidades, dictaduras locales, 
ampliación del autoritarismo y 
destrucción de economía campe-
sina, étnica y de finqueros. Co-
pamiento de territorios mineros 
y energéticos.

•	 Fase 1,2 y 3. Compra masiva 
de tierras, títulos y lavado de 
activos.

•	 Fase 3, 4. Control territorial esta-
tal y por narcoparas. Repliegue 
de las guerrillas pero con capa-
cidad de incidencia en territorios 
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clave para la agroindustria, minería, hi-
drocarburos y economía de la cocaína.

•	 Fase 4, 5. Consolidación y formaliza-
ción. Reciclaje del control territorial, 
del mercado de tierras, e ingreso de 
macroproyectos.
Los mapas de la guerra permiten superpo-

ner masacres, tasas de homicidio, desplaza-
miento, destrucción de comunidades, con di-
putas regionales por el control de territorios 
para banano o palma, carbón, petróleo, oro, 
bosques maderables y por supuesto coca, la-
boratorios y rutas.

¿Narco guerra?

Para cerrar esta lista de interrogantes, cabe 
mencionar las elaboraciones que le atribuyen 
al narcotráfico el papel central en las guerras 
desde mediados de los años ochenta. En Co-
lombia tendríamos un terreno fértil en la his-
toria de violencia y conflictos armados para 
que en los años 80s y 90s la gran empresa del 
narcotráfico asumiera la característica de una 
economía de guerra colocando a su servicio 
a todos los ejércitos enfrentados y cooptan-
do buena parte del Estado. Detrás de la idea 
de que el narcotráfico es el centro de todo, a 
veces sigue la caracterización de los protago-
nistas armados y de sus aliados como crimen 
organizado desprovisto de motivaciones polí-
ticas: por aquí se llega a una historia violenta 
de mafias y carteles, alrededor de los cuales 
giran beneficiarios y cómplices. La crimina-
lización de la historia implica su despoliti-
zación y promueve el discurso de que todo 
ha ocurrido como resultado de la acción de 
pequeños grupos anómalos incrustados como 
virus en el sano cuerpo de la sociedad10.

10	Una versión sofisticada y documentada de este enfoque se encuentra en el libro de James Henderson, Víctima 
de la globalización, La historia de cómo el narcotráfico destruyó la paz de Colombia, Bogotá: Editorial Siglo del 
Hombre, 2012.

En contra de esa línea de análisis, sin des-
conocer el importante papel del narcotráfico 
en los ciclos de violencia, se puede decir que 
si bien el narcotráfico ha alimentado la gue-
rra, la disputa por las rentas del narcotráfico o 
por las esferas del lavado de activos han sido 
secundarios frente a los grandes asuntos en 
juego en la disputa por el poder del Estado a 
todos los niveles, en la apropiación del Esta-
do para defender modelos de acumulación, en 
las confrontaciones por la tierra, los territo-
rios y los recursos o los vectores de la política 
internacional que han alimentado dinámicas 
de guerra.

La oposición a la narco-historia, no sig-
nifica ignorar que el narcotráfico ha sido un 
factor de peso en el desenvolvimiento de la 
guerra y del poder en las últimas décadas, con 
tendencia decreciente en los últimos años.  
El ascenso del narcotráfico estuvo acompa-
ñado de la cooptación de la política en las 
regiones y de incidencia en los municipios 
ayudando a la elección de alcaldes. Allí se 
engendró la parapolítica y una clase emer-
gente ligada al lavado de activos, negocios de 
tierras e inmuebles y especulación financiera. 
Ascendieron hacia el poder central del Estado 
con alianzas de todo tipo, financiando o apo-
yando candidatos a presidente, gobernadores, 
parlamentarios, jueces, notarios, servicios de 
seguridad y se ofrecieron como aliados en 
la guerra contrainsurgente para consolidar 
vínculos al interior de las Fuerzas Armadas. 
Fueron decisivos en la expansión del parami-
litarismo y del narcoparamilitarismo. ¿Este 
proceso convirtió al Estado en una narco Es-
tado? No obstante la notable influencia de la 
parapolítica en todas las esferas, el mismo 
Estado se convirtió en territorio en disputa 
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entre diversos grupos de interés y el 
paso a la etapa de guerra antinarcote-
rrorista obligó al alineamiento de los 
grandes grupos y poderes económicos 
con las políticas dominantes en la glo-
balización y su necesidad de deslindar 
campos con el narcotráfico.

En la esfera de las guerrillas, el as-
censo del narcotráfico y de los culti-
vos de coca y mariguana, ofreció una 
oportunidad excepcional de recursos y 
de rutas para la compra de armas. La 
inyección de varios miles de millones 
de dólares después de 1985 fue clave 
para la rápida expansión en una década 
hasta llegar a poner en jaque al Esta-
do en amplias regiones del país. Pero 
esa circunstancia no las transformó de 
organización subversiva en un nuevo 
cartel de la droga.

La apertura de la guerra antidrogas 
significó en Colombia una etapa de nar-
coterrorismo (1984 - 1994) como for-

ma del enfrentamiento de los grandes 
carteles de Medellín y Magdalena Me-
dio a la extradición y al alineamiento 
creciente de los gobiernos con la gue-
rra declarada desde Estados Unidos. 
Pero la guerra antidrogas dejó de ser 
una estrategia militar equivocada para 
reprimir la oferta de cocaína, marigua-
na y opio, para pasar a ser instrumento 
de seguridad nacional e injerencia en 
la región por parte de EE.UU. Después 
del 11 de septiembre de 2001, cuando 
los atentados en NY y Washington, la 
lucha antidrogas queda subordinada a 
la guerra antiterrorista y, en Colombia, 
a los propósitos de consolidar la alian-
za para disponer de una plataforma de 
seguridad continental ante procesos 
nacionalistas en varios países y en es-
pecial en Venezuela.

En un análisis más complejo hay 
que tener en cuenta que el control del 
ejecutivo, de gobiernos territoriales, 
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cuerpos representativos, contralorías, nota-
rias, han sido las palancas privilegiadas para 
capturar rentas públicas muy superiores a la 
torta de reparto del narcotráfico; y además 
que el modelo del capitalismo en Colombia 
ha tenido al Estado como principal sopor-
te para la sostenibilidad de los grandes ne-
gocios, por la vía de subsidios, exenciones, 
contratos y corrupción. Los partidos tradicio-
nales se encargaron de reproducir el esquema 
de subordinación de la política a los negocios 
legales e ilegales y con el Frente Nacional se 
consolidaron como parásitos clientelitas de la 
cosa pública. Así que esta matriz de variables 
es la que ubica el lugar del narcotráfico y no 
al revés. Hay que considerar la hipótesis que 
le asigna a poderes constituidos legales la ca-
pacidad de cooptar a los capitales y mafias 
ilegales y de subordinándolos a estrategias de 
largo aliento.

Violencia política y económica 
generalizada o sistemática

En otro nivel se ha acogido la categoría de 
violencia política y socio- económica gene-
ralizada o sistemática que se caracteriza por 
ser continua, general y sostenida en setenta 
años en los cuales se han dado en uno u otro 
periodo, dictaduras, semidemocracia con ley 
marcial, conflictos armados, guerras o guerras 
civiles; se presenta como sistema de fuerzas 
arbitrarias que recurren a diversos instrumen-
tos para someter a sectores de la población y 
subordinarlos mediante la agresión, con vio-
lación de los derechos humanos, crímenes de 
lesa humanidad, instrumentos de terror o ame-
naza de daño indiscriminado o selectivo.

Las organizaciones defensoras de los de-
rechos humanos han promovido la categoría 
“violencia sociopolítica” en un sentido similar 
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al aquí anotado y han sostenido su pertinencia 
para identificar graves infracciones a los dere-
chos humanos que no han sido perpetradas en 
relación directa con el conflicto armado inter-
no. Para sustentar esta tesis se han apoyado en 
sentencias de la Corte Constitucional sobre el 
desplazamiento, abandono y despojo forzado 
de bienes, la desaparición forzada o sobre la 
acción de los paramilitares11.

Los críticos de la caracterización de la si-
tuación como violencia generalizada reclaman 
que con ella se exagera la realidad de lo que 
estiman expresiones de violencia focalizadas 
en algunas zonas rurales y episódicamente en 
ciudades. Pero también desde otra orilla la con-
sideran impropia por disolver responsabilida-

11	http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/c-781-12.htm

des y darle un sentido indeterminado al origen 
de esa violencia que por generalizada puede 
parecer espontanea. Y si se habla de violencia 
de sistema, que centra la responsabilidad en el 
Estado y centros de poder, también surgen crí-
ticas que llaman a distinguir responsabilidades 
dentro del mismo Estado y del poder político o 
económico, en lo regional o nacional.

La definición de violencia de sistema no 
solo apunta a características de continuidad en 
largos periodos, sino también a la recurrencia 
de patrones de vulneración de derechos y de 
normas del DIH que ocurren por decisiones de 
centros políticos y militares que actúan en la 
misma dirección y para propósitos comunes de 
poder o de acumulación de riqueza. Cuando la 
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violencia sistemática y generalizada es reali-
zada desde los gobiernos con las fuerzas arma-
das, en condiciones de impunidad casi total y 
con la concurrencia de paramilitares, mafias y 
fuerzas políticas y empresariales cómplices, se 
habla de violencia de Estado y de crímenes de 
Estado. Si esas prácticas sistemáticas de abusos 
contra la población civil o contra combatientes 
indefensos, son iniciativa de centros políticos 
y militares no estatales, en sus pretensiones de 
poder o de riqueza, estamos ante crímenes de 
lesa humanidad o crímenes de guerra.

Siguiendo definiciones como estas, orga-
nizaciones de derechos humanos han soste-
nido que en los largos ciclos de violencia y 
conflictos armados una característica definida 
ha sido la violencia de Estado, que no es solo 
la proliferación de casos atroces perpetrados 
por agentes del Estado sino el control de apa-
ratos clave del Estado para ejercer el poder 
mediante la violencia. En la lista de graves 
violaciones y crímenes de Estado, informes 
como el publicado bajo el nombre de “Co-
lombia Nunca Más” muestra las ejecuciones 
extrajudiciales, llamadas en un tiempo “ley 
de fuga” y en otro “falsos positivos”, el re-
curso a métodos de desplazamiento y despojo 
en regiones enteras con la complicidad de au-
toridades públicas, la practica sistemática de 
la desaparición forzada, la imposición de la 
arbitrariedad y de dictaduras locales bajo el 
amparo del Estado de Sitio, la autorización 
de paramilitares bajo el nombre de “autode-
fensas civiles “ o “convivir”, la complicidad 
de gobiernos, mafias, narcoparamilitares, pa-
rapolíticos para copar territorios y promover 
negocios legales e ilegales.

Y no han faltado los informes que dan 
cuenta de crímenes de guerra y crímenes de 
lesa humanidad cometidos por grupos insur-
gentes a lo largo de más de seis décadas: se-
cuestros que se cuentan por decenas de miles, 
retención de excombatientes en condiciones 
infrahumanas y con largos periodos de tortura 
física y mental, proliferación de víctimas de 
minado y de otros artefactos de daño indiscri-

minado, ejecución extrajudicial de supuestos 
infiltrados, espías o sospechosos.

El nombre de esta guerra en la 
post guerra o transición a la paz

Los trabajos de memoria y verdad históri-
cas de las violencias y conflictos armados en 
Colombia han estado acompañados de todas 
estas controversias sobre la manera de caracte-
rizar distintos periodos y desde cada presente 
y según los objetivos han cambiado las combi-
naciones de nombres y también la misma pe-
riodización. El nuevo reto es hacer memoria 
y aportar a la verdad histórica en función de 
la paz y a reconciliación y, con mayor exigen-
cia se tendrán que abordar ejercicios oficiales 
y no estatales de verdad histórica una vez se 
hayan logrado acuerdos de terminación de las 
confrontaciones armadas y suscrito pactos de-
finitivos de cese de hostilidades y paso a una 
etapa de conflictos en paz.

Es probable que sea útil para ese próximo 
futuro retomar reflexiones como las que aquí 
hacemos con el pretexto de releer los estudios 
sobre los orígenes, causas, desarrollos, deter-
minaciones y consecuencias de lo que se ha 
denominado conflictos armados, guerras, gue-
rras civiles o situaciones de violencia política y 
socioeconómica generalizadas. Como cada fu-
turo tiene su pasado, en esos ejercicios, inclui-
dos los que asuman comisiones de la verdad, 
habrá que revisar las periodizaciones de modo 
que se armen en cada ciclo las matrices perti-
nentes: no bastará con la generalización que 
busque meter todo bajo el signo de La Violen-
cia o la guerra, ni con el listado de factores que 
han estado en juego. Sera necesario hacer la 
operación de las variables teniendo en mente 
modelos de pensamiento no lineal, complejos 
de variables que conforman las matrices y es-
tructuran coordenadas en múltiples dimensio-
nes, que ubican las luchas de poder, las formas 
del reparto, los sujetos determinadores y las 
fuerzas internacionales internamente activas 
en las guerras.
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